En  la  ciudad  de Avellaneda a los veintitres días del mes de junio de dos mil cuatro, reunido el Tribunal del Trabajo nº 1 en acuerdo ordinario conforme lo dispuesto por  los  arts. 44 inc. "d" de la ley 11.653, 168 y 169 de la Constitución Provincial, a los efectos de pronunciar  veredicto en la causa Nº 27.767 caratulada: "MARTINEZ MARCELA  A.  C/  ARGENTINA FARMACEUTICA S.C.S. S/ DESPIDO-DAÑOS  Y  PERJUICIOS", practicóse sorteo de ley resultando que en la votación los señores Jueces debían observar el  siguiente  orden:  Doctores  Carmen Angela Fontana,  Ana del Carmen Machado y Armando Norberto Gallo.

El Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes 

CUESTIONES DE HECHO:

1ra.-  ¿Se  probó la existencia del contrato de trabajo alegado, y en su caso, fecha de ingreso, categoría, horarios  y  mejor  remuneración  mensual  normal y habitual?.-

2da.-  ¿Se  acreditaron las circunstancias que rodearon la desvinculación de las partes, así como la causal del distracto?.-

3ra.- ¿Se demostraron los presupuestos fácticos para la percepción de las diferencias salariales demandadas?.-

4ta.-  ¿Se incorporaron instrumentos de ley acreditativos de la oblación en autos, de los rubros indemnizatorios y salariales pretendidos?.-

VOTACION 

A  la primera cuestión planteada la Doctora Fontana dijo:

De los escritos constitutivos del proceso,  constancias de fs. 12/13 y 30, recibos de sueldo de fs. 15/29, concordantes con lo dictaminado por el  experto  contable, en  su informe de fs. 113/16, y anexos (fs. 111/12), es dable tener por cierto que la actora ingresó a laborar, bajo las órdenes de la accionada, como Farmaceútico suplente,  en  actividad comprendida en el ámbito del CCT nº 26/88, con fecha 1º de noviembre de 1999, percibiendo  como  último  salario la suma de $ 1.206,66, revistiendo  el  carácter de la mejor mensual normal y habitual (v.  fs.  115,  arts.  474,  C.P.C.C.  y  63,  ley 11.653).

Ello así, debido a que -prueba a su cargo- ningún  elemento de juicio incorporó la pretensora en aval  de  su alegación  respecto de una retribución real de $ 2.813, con valores excedentes a los consignados en los recibos de ley. Tampoco, en relación a la fecha  de  ingreso  -21/9/99- invocada, desde que la constancia de  fs.  14, además de constituir una fotocopia  simple,  carece  de idoneidad, al no mediar certificación testimonial de su contenido en autos, ni ser  atribuíble  a  la  patronal (art. 375, C.P.C.C.).-

ASI LO VOTO.

La Doctora Machado y el Doctor Gallo adhieren  al  voto precedente  por  compartir  sus  fundamentos y votan en igual sentido.

A  la segunda cuestión planteada la Doctora Fontana dijo:

Del  intercambio  epistolar,  de  que  dan  cuenta  las constancias de fs. 3/7, surge demostrado que:

La  actora  cursó,  por pieza nº 48919191 del 20/12/00, intimación  para que proceda a regularizar su relación, como Directora Técnica reemplazante de la accionada, en los términos de los arts. 8, 11 y cctes.  L.N.E.,  consignando  fecha de ingreso: 21-9-99 y remuneración mensual:  $  2.813.  Asimismo que "ante la actitud adoptada...el día 16 de diciembre de 2000, aproximadamente  a las 12 ó 12 y 30 horas, haciendo revisar al personal (a través de personal de una empresa privada de seguridad, denominada WOTAN & WORSP, que custodia a todas las farmacias  de  la  red...) despojándolo de su ropa, con el objeto de verificar cuál de ellos había sido el supuesto  autor  de una invocada falta de dinero (según manifestaciones de la encargada Sra. Lidia Molinari, unos $ 300.-) que se habría producido alrededor de las 8 u 8 y 30 horas, intímole para que en el plazo de  48  hs.  de recibida la presente, aclare mi situación laboral, bajo apercibimiento de considerarme gravemente  injuriada  y consecuentemente  despedida...toda vez que esa conducta del empleador resulta absolutamente denigrante para  la persona  que la sufre, se lesiona gravemente su intimidad e importa una falta  de  confianza  por  parte  del empleador, que pone al contrato de trabajo en  una  situación que torna sumamente dificultosa su continuidad. Asimismo intímole plazo de 48 hs. abone diferencias salariales, de S.A.C., de vacaciones y horas  extras  por el  cumplimiento  de  turnos adeudadas desde mi ingreso hasta  la  fecha,  bajo  apercibimiento  de considerarme...despedida...(v. fs. 4).

La patronal -por pieza cablegráfica nº  338883771,  del 22/12/00- rechaza dicho envío íntegramente, respecto de la  pretendida regularización, señala que la documentación expedida da total cumplimiento a las normas vigentes, ratificando la fecha de ingreso y remuneración que surge de los  recibos.  En  relación  a  la  medida  de contralor y seguridad adoptada expresa que "dado que la misma fue estrictamente ajustada a  las  circunstancias del  caso, respetándose y observándose todas las reglas de  lealtad, probidad y buena fe contractuales que debe imperar en nuestro vínculo, procediéndose a  tratar  al personal con el respeto debido, rechazamos toda imputación suya. Destacamos que, como Ud. misma admite,  todo el personal fue tratado con igual  consideración,  comportándose dignamente y prestando  la  mayor  colaboración, lo que facilitó el ejercicio de las facultades de la empresa". Por lo tanto, considera que no hay aclaración  de  situación laboral alguna que formular, y dado que  "abandonó  intempestiva  e  injustificadamente sus obligaciones laborales, no dando razón de motivo alguno que lo validara...la intimamos a presentarse en su  lugar de trabajo dentro de las 24 hs. de recibida la presente, bajo apercibimiento de entenderla incursa en situación de abandono, procediendo esta empresa a  despedirla  por  su  exclusiva  culpa. Resaltamos que, en su condición  de profesional y "directora técnica reemplazante" del establecimiento, conoce Ud. inexcusablemente el  muy  serio perjuicio que ha ocasionado a la empresa con su ausencia...obligó a la empresa a  un  nuevo  reemplazo  (generando obvios costos extraordinarios e injustificados) y la expuso a una  eventual  sanción  del Colegio  Profesional, de haberse verificado la carencia provocada por Ud..." (v. fs. 5).

La actora rechazó enérgicamente tal misiva, considerando que "ha existido abuso incalificable en la medida de contralor y poder efectuada por el presunto faltante de dinero..." se considera injuriada y despedida, a partir del 26/12/00 (v. CD 33.228.769 1AR, fs. 6).

La  demandada  rechaza  dicho  despacho   recibido   el 28/12/00,  sosteniendo  que no medió abuso de la medida de contralor, y disponiendo el  despido  por  abandono, poniendo  haberes pendientes y certificados a su disposición (v. CD 361218469, del 2/1/2001, fs. 7). 

La actora pone fin al intercambio epistolar, reiterando los términos de sus cartulares, rechazando el  despido, y agregando que "toda vez que han admitido el hecho objeto  de la injuria laboral...hago reserva de los daños y perjuicios y daño moral por su accionar abusivo y que afectó  mi  dignidad  de  mujer  y profesional" (v. fs. 11).

De  donde  la relación laboral culminó por denuncia del pacto laboral que alcanzara la esfera  cognoscitiva  de la empresa el 28 de diciembre de 2000.

De la reseña cartular precedente se infiere que,  reconocido el control personal que dispusiera la  dadora  y que  la actora consideró desdoroso para su condición de mujer  y  profesional,  no se incorporaron elementos de juicio  para  demostrar  el modus operandi del mismo, o sea que la patronal lo hubiera cumplimentado dentro  de los  parámetros  impuestos por la normativa específica, es decir, con discreción, y por  medios  autorizados  y conocidos por la autoridad  de  aplicación  (art.  375, C.P.C.C.). 

Por  otra  parte,  incumbe analizar la decidida y manifiesta voluntad  rupturista  asumida  por  la  empresa, frente al supuesto de abandono-incumplimiento que  pretendió atribuir a la actora, al  intimar  al  reintegro por 24 horas, recién después de haber recibido la  pertinente  cursada por ésta bajo apercibimiento de despido,  y cuando ya había dispuesto el reemplazo de Martínez (v. despacho telegráfico, fs. 5), con claro apartamiento de la buena fé que debe primar en toda contratación de linaje laboral (art. 63, L.C.T.).

ASI LO VOTO.

La  Doctora  Machado y el Doctor Gallo adhieren al voto precedente  por  compartir  sus  fundamentos y votan en igual sentido.

A  la tercera cuestión planteada la Doctora Fontana dijo:

De lo concluído en el apartado fáctico primero,  al  no incorporar la dependiente medio cargoso alguno en  aval de una retribución excedente a la consignada en los recibos  de ley, queda sin marco probatorio la diferencia salarial  (por  catorce  meses  laborados), peticionada (art. 375, C.P.C.C.). 

Mas aún, por apreciación inobjetada del experticio contable surge que las remuneraciones de la actora constan en  libros liquidadas de conformidad con lo establecido por la escala salarial del Convenio Colectivo de Trabajo (nº 26/88) de aplicación, para la  categoría  y  antigüedad  que detentaba (v. fs. 115 vta. in fine, arts. 474, C.P.C.C. y 63, ley 11.653).

VOTO POR LA NEGATIVA.

La  Doctora  Machado y el Doctor Gallo adhieren al voto precedente  por  compartir  sus  fundamentos y votan en igual sentido.

A  la  cuarta cuestión planteada la Doctora Fontana dijo:

No se anexaron instrumentos válidos en los términos  de ley (art. 138, 140 y concs. L.C.T.), demostrativos  del aserto interrogado.

VOTO POR LA NEGATIVA.

La Doctora Machado y el Doctor Gallo adhieren  al  voto precedente  por  compartir  sus  fundamentos y votan en igual sentido.

VEREDICTO

De  acuerdo  a  la  votación  que antecede y conforme a ella, el Tribunal tiene por establecidos los hechos interrogados en las cuestiones planteadas.

Con lo que terminó el acto firmando las Señoras Jueces, por ante mí de lo que doy fe.

Dra. Ana del C. Machado

Presidente

Dra. Carmen A. Fontana······Dr. Armando N. Gallo

············Juez····················Juez

Ante mí:

Dr. Eduardo Cesar Mongiovi

Secretario.

En la ciudad de Avellaneda a los  ············días  del mes  de  ············de  2.004, reunido el Tribunal del Trabajo nº 1 en acuerdo ordinario conforme lo dispuesto por los arts. 44 inc. " e " de la ley 11.653, 168 y 169 de  la Constitución Provincial, a los efectos de dictar pronunciamiento en la causa nº  27.767  caratulada:  "  MARTINEZ MARCELA A. C/ ARGENTINA FARMACEUTICA S.C.S. S/ DESPIDO-DAÑOS Y PERJUICIOS ", practicóse sorteo de  ley resultando que en la votación los señores Jueces debían observar el siguiente orden:  Doctoras  Carmen  Angela  Fontana,  Ana del Carmen Machado y Armando Norberto Gallo.

El Tribunal resolvió plantear y votar la siguiente 

CUESTION:

¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?

ANTECEDENTES

Marcela  Alejandra  Martínez  deduce  demanda contra la firma  Argentina  Farmaceútica  Sociedad  en  Comandita Simple en concepto de Despido-Daños y Perjuicios. 

Refiere  que  ingresó a trabajar el 21 de septiembre de 1.999, a los fines de ejercer su profesión de farmaceútica.  Que  luego  de dos meses la patronal la invitó a suscribir un contrato eventual, a efectos que a  partir del  1ro. de noviembre de 1.999 cumpliera las funciones de  Directora  Técnica  Suplente de la Empresa. Que las tareas consistían en la supervisión de entrega y stocks de medicamentos, control de recetas, preparación de recetas  magistrales y todas las actividades conexas. Que el  día  1ro.  de  febrero  de  2.000  se le renueva el contrato estipulándose las mismas tareas y obligaciones hasta el 28 de febrero de 2.001. Que el 16 de diciembre de  2.000  en horas del mediodía se detecta un faltante de  dinero ($ 300), obligándola por medio de un control a cargo de una empresa de seguridad, a desnudarse y revisarla.  Que  el  20  de diciembre de 2.000 remitió la carta documento pidiendo se aclarara su situación laboral,  dando  lugar  al intercambio que reseña. Practica liquidación.  Funda  en  derecho. Ofrece prueba. Presta juramento.  Pide  se  haga lugar a la demanda, con costas.

A  fs. 86 contesta la demandada negando los hechos iniciales,  reconociendo  que existió a partir del 1ro. de noviembre  de 1.999 una relación laboral, la autenticidad de los contratos y recibos  de  haberes,  agregados así como el intercambio epistolar. Dá  su  versión  del incidente  del día 16 de diciembre de 2.000. Rechaza el monto  pretendido. Plantea caso constitucional respecto del reclamo de daño moral. Ofrece prueba. Pide  se  rechace la demanda, con costas.

A fs. 95 contesta segundo traslado.

A fs. 100 se abre la causa a prueba.

Cumplidos los actos procesales de rigor, fijada la  audiencia de vista de causa, de cuyo resultado da  cuenta el acta de fs. 126, dictado el correspondiente veredicto, la causa queda en estado de recibir sentencia definitiva.

VOTACION

PROPUESTA DECISORIA

A la cuestión planteada la Doctora Fontana dijo:

Se propugna en autos la reparación por la  ruptura  del pacto laboral, generada por decisión de la dependiente, en  actitud que, de acuerdo al resultado arrojado en la sentencia fáctica, devino legítima (art. 242, L.C.T.).

Si bien es sabido que los empleadores como titulares de la unidad de explotación, tienen derecho a instrumentar mecanismos de control encaminados a prevenir  daños  en sus bienes, tratándose del contralor de  las  conductas de  los  trabajadores, deben cumplimentarlo en el marco legal específico. A tal fin, la L.C.T. concomitante con el reconocimiento de facultades de dirección y  organización,  les  exige un ejercicio funcional y razonable, que en todo momento debe preservar la dignidad del trabajador, según standar de buena fé (arts. 63,  64,  65, 66, 67, 68). Así, cuando instrumenta controles personales, debe hacerlo por medios  de  selección  automática destinados  a la totalidad de los trabajadores, ponerlo en  conocimiento  de  la  autoridad de aplicación, y no afectar de modo manifiesto o discriminado.

Trayendo a colación el resultado fáctico de la cuestión aquí  debatida,  el  control  implementado a la actora, junto al resto del personal, sin  tener  en  cuenta  su condición  de  mujer  y profesional a cargo -aunque por suplencia- de la dirección técnica del establecimiento, pudo  resultarle  lesiva a su intimidad, más allá de la falta de confianza empresarial  exteriorizada,  autorizando la procedencia de las indemnizaciones de ley.

Desde esa perspectiva, tratándose  de  una  vinculación laboral celebrada durante la vigencia de la ley  25.013 (conf. art. 5º) queda bajo su preceptiva la  regulación indemnizatoria.

Dispone el art. 7º de la citada ley -y el art.  8º  por remisión tratándose de un despido  indirecto-  que  "en los  casos  de  despido  dispuesto por el empleador sin justa causa, habiendo mediado o no preaviso, éste deberá abonar al trabajador una indemnización equivalente a una doceava parte de  la  mejor  remuneración  mensual, normal y habitual percibida durante el último año o durante el tiempo de prestación  de  servicios,  si  éste fuera  menor, por cada mes de servicio o fracción mayor de diez días".

"En ningún caso la mejor remuneración -continúa diciendo- que se tome como base podrá exceder el  equivalente de tres veces el importe mensual de la suma que resulta del promedio de todas las remuneraciones  previstas  en el  Convenio Colectivo de Trabajo aplicable al trabajador al momento del despido por la jornada legal o  convencional, excluída la antigüedad".

En consecuencia, corresponde aplicar en el caso el tope previsto  por el CCT. 26/88 ($ 1.141,50), por superarlo la mejor remuneración mensual computable, percibida por la  actora, fijando las siguientes acreencias: indemnización por despido: $ 1.426,87 (1.141,50/12 x 15), preaviso: $ 1.307,21 (1 mes, con sueldo anual complementario; arts. 6, 7, 8, ley 25.013).

En ese orden de ideas, también es dable acceder  a  los rubros  vacaciones  no  gozadas  (con  s.a.c.) y sueldo anual complementario  (año  1.999  y  proporcional  año 2000), estableciendo los  importes  respectivos,  de  $ 732,04  y $ 1.307,21 (arts. 123 y 156, L.C.T. y 5º, ley 25.013).

En cambio, en esos términos, no cabe acceder a la petición  del rubro integración del despido, como a las diferencias salariales pretendidas (v.  veredicto,  cuestión tercera), por carecer de causa  jurídica  fundante (art. 499, Cód. Civil).

En torno al reclamo por daño moral,  liminarmente  diré que  la  legislación  laboral, y en especial, la L.C.T. que rigió la vinculación de las partes, más allá de algunas modificaciones disociadoras de su finalidad esencia,  tiende, por principio y objeto propio del derecho del  trabajo,  a  preservar las relaciones laborales, o sea la estabilidad en el empleo, y el empleador es responsable de la conducción de las mismas, por ser el organizador de los medios productivos, de modo tal que en toda emergencia debe observar una conducta clara y prudente.  Lo  apuntado impone que esa "vocación de permanencia" caracterizante del vínculo laboral  (arts.  90, 91 LCT), deba ser interpretada con un criterio tendiente a restringir todos aquéllos hechos o  circunstancias que  contribuyen a su disociación, a un mínimo compatible con la idea directriz que lo orienta. 

En punto a la reparación del daño moral  que  alega  el accionante,  en principio, la reparación tarifada de la ley  laboral  resulta omnicomprensiva de todos los perjuicios  sufridos  por  el dependiente con motivo de la ruptura del pacto de trabajo,  en  tanto  ellos  fueren consecuencia  normal del acto resolutorio. Pero si concomitante con el distracto el empleador incurre en ilícito configurativo de los presupuestos de hecho  a  los que  la  ley  civil  atribuyen obligación de indemnizar (arts. 1067, 1078, 1109, Cód. Civil), es decir, ocasiona un daño desde el punto  de  vista  extracontractual, ajeno al derivado de la pérdida del empleo, y que sería indemnizable aún cuando no hubiere existido la relación laboral, no existe impedimento para su procedencia.  En ese  caso  no sería el contrato la fuente de la obligación de resarcir, sino el ilícito ocurrido  en  ocasión del contrato, que aparejaría la responsabilidad  extracontractual del autor  del  daño  (conf.  S.C.B.A.,  L. 54.386, sent. del 25/10/94).

En el caso que nos ocupa la empresa actuó con imprudencia  y ligereza, imponiendo drásticamente al trabajador un excelso control a raíz de un eventual  ilícito,  que en el subjudice, ni siquiera demostró.

Al  haber  procedido  de tal modo, afectó seriamente la dignidad  de  la trabajadora, lesionando un bien no patrimonial,  y ello por sí importa un agravio, que no se encuentra cubierto por la tarifa. De donde, toda lesión a  su tranquilidad, a su esfera subjetiva, es susceptible de producir angustias, molestias que  hasta  pueden llegar a privarla de la posibilidad de continuar en esa actividad profesional, más aún con  el  descrédito  que podía  ocasionar para su persona, una imputación de tal entidad.

Comparto la afirmación doctrinaria de que la reparación del  daño moral surge de la propia naturaleza del derecho del trabajo, porque el contrato de trabajo tiene un profundo contenido ético en el que la personalidad  del trabajador es un  elemento  fundamental,  dado  que  su principal objeto es la actividad productiva y  creadora del  hombre  en sí, pasando a lugar secundario la relación  de  intercambio y el fin económico (art. 4, LCT), de donde resulta evidente que toda afectación del plano moral  en el cual se sitúa la relación laboral produciría  consecuencias jurídicas susceptibles de reparación (conf. García Martínez, R. "El daño moral en el Derecho del Trabajo", L.T. T.XXIV-B-1015).

En  tal  virtud  propicio acoger la demanda en el punto (arts.  1072,  1078,  1109 del Cód. Civil), y en consecuencia condenar a la empleadora al pago de una  indemnización  por el daño sufrido, que evalúo razonable fijar  en la suma de pesos veinticinco mil ($ 25.000), en atención al salario percibido y período que  abarcó  la relación. 

El monto de condena deberá depositarse en autos, dentro de los diez días con más sus intereses, que en  defecto de  intereses convencionales y legales, quedan librados al criterio judicial (art. 622 Cód. Civil).-

En punto a los intereses, la casación provincial  había atendido la incidencia de la inflación en el  valor  de los créditos, comenzando por señalar que la fijación de la tasa de interés debía ir adecuándose a las variantes temporales,  para  luego  incursionar en el concepto de "interés neto o puro", toda vez que admitido el  incremento  o  ajuste del capital por depreciación monetaria era  caer en demasía si se condenaba -como accesorio de ese capital- a la tasa corriente de plaza de los bancos oficiales,  porque  éstas  ya  contenían  un  plus  que comprendía  la  inflación.  Se dijo entonces que con un capital  ajustado, los intereses debían calcularse conforme a las pautas establecidas para momentos en que no existe  fenómeno  inflacionario  (Cfr.  S.C.J.B.A.  Ac. 22.913, 30/06/77).

El  art.  3  de la ley 25.561 (B.O. 07/01/02) derogó la convertibilidad de la moneda nacional, según el régimen que había establecido la ley 23.928, de modo que se  ha pasado de un sistema de moneda convertible a uno de fiduciaria  como el que se tenía hasta la sanción de ésta última  ley. A partir del nuevo régimen, se desató como es público y notorio un proceso inflacionario que solamente en los dos primeros meses del año  corriente,  ha generado una depreciación de la moneda del 5,5% y al no existir el anclaje de la divisa  dólar  norteamericano, el valor del dinero flota al compás de las alternativas del mercado, lo que hace aleatorio el valor  definitivo de los créditos.-

A su vez, la ley 25.561 modificó el art. 7  de  la  ley 23.928,  pero  mantuvo en lo esencial la prohibición de toda  indexación,  repotenciación  de deudas cualquiera fuere su causa, haya o no mora del  deudor,  declarando derogadas todas las disposiciones legales y reglamentarias  en  contrario.  Por  el art. 10 de la nueva norma mantiene derogadas con efecto  al  01/04/91  todas  las normas  legales o reglamentarias que establecen indexación,  actualización  monetaria, repotenciación de deudas, etc., derogación que se aplicara aún a los efectos de  las  relaciones y situaciones jurídicas existentes, no  pudiendo  esgrimirse ninguna cláusula contractual o convencional,  incluídos  los  convenios  colectivos de trabajo  -de fecha anterior- como causa de ajuste en la suma  de  pesos  que  corresponda  pagar.  Esto  último congruente con el precepto del art. 7 que establece que el deudor de una obligación de dar una suma determinada de pesos, cumple la misma dando el día de su vencimiento  la cantidad nominalmente expresada, y con el mantenimiento de la redacción de los arts. 617, 619,  y  623 del  Código  Civil,  según  texto del art. 11 de la ley 23.928.-

De consiguiente el interés ha de cumplir en el caso  la función de contrarrestar, por vía indirecta, la  depreciación  de la moneda y preservar la integridad del capital,  para  lo  cuál es lógico que se tenga en cuenta los intereses que el Banco cobra, y no  los  que  paga, porque aquélla es la tasa a que debe recurrir el acreedor  por no tener su dinero a tiempo, ante el incumplimiento del deudor (Conf. Busso Eduardo, Cód. Civ.  Anotado, Bs.As. 1951, T. IV pág. 293). Así ha tenido oportunidad de evaluarlo la jurisprudencia, haciendo mérito que dicha postura significa  adecuarse  a  la  realidad económica y financiera, a la que el acreedor no es ajeno, y pueda proveerse del dinero que le es debido, para quedar en la misma posición que tendría si el deudor le abonase,  recurriendo  a préstamos por una suma equivalente con más los intereses devengados y sobre el  cuál el  banco  le cobraría intereses anticipadamente por el tiempo  del  mutuo (Cfr. Cam. de Apelac. Comercial C.F. Sala E, 06/05/87, Reynal Barok Madras).-

En  consecuencia,  propongo que desde su exigibilidad y hasta  la  fecha en que fue derogado el régimen de convertibilidad (ley 25.561 B.O. 07/01/02), que se  regirá por  la  pauta  del art.2 del Cód. Civil, se reconozcan intereses  a la tasa pasiva, conforme la Doctrina Legal del Superior que he referido supra. A partir de allí  y hasta  el  efectivo pago de los créditos, se aplique la tasa  activa  que  cobre el Banco de la Pcia. de Buenos Aires en sus operaciones corrientes de préstamos.-

Las costas se imponen a la demandada por los rubros declarados procedentes por resultar vencida (art. 19  ley 11.653), y al actor respecto de los desestimados con el beneficio de gratuidad establecido por el art. 22 de la ley 11.653.- 

Las regulaciones de honorarios observarán los preceptos de los arts. 16, 21, 23, 24,  43  y  51  del  dec.  ley 8904/77;  los  del  perito  contador  interviniente, de acuerdo  al mérito de su labor, en todos los casos, con las limitaciones establecidas en el art. 505  del  Cód. Civil (Cfr. S.C.J.B.A. "Zuccoli c/ Sum  S.A.  s/  Ds  y Ps."  del  02/10/02)  y con más los aportes pertinentes (dec. 8455 y ley 10.765).-

ASI LO VOTO.

La  Doctora Machado y el Doctor Gallo, adhieren al voto emitido por la Doctora Fontana, por compartir fundamentos, y votan en idéntico sentido.- 

Con lo que terminó el acto firmando las señoras  Jueces por ante mí, de lo que doy fe.

Dra. Ana del C. Machado

Presidente

Dra. Carmen A. Fontana····Dr. Armando N. Gallo

············Juez····················Juez

Ante mí:

Dr. Eduardo Cesar Mongiovi

Secretario.

EXP. Nº 27.767

SENTENCIA:

Avellaneda,   a   los  ··············días  del  mes  de ············ de 2.004.

Los fundamentos y citas legales del acuerdo que antecede, el Tribunal:

FALLA:

I.- HACIENDO LUGAR a la demanda  incoada  por  MARCELA  ALEJANDRA MARTINEZ contra ARGENTINA FARMACEUTICA S.C.A. por cobro de pesos en concepto de indemnización por antigüedad, preaviso, vacaciones no gozadas, sueldo anual complementario  año  1.99 y proporcional al año 2.000 y daños y perjuicios (Cfr. arts. 5, 6, 7, 8 y  ccs.,  ley 25.013, arts. 123, 156 y ccs. L.C.T., arts. 1072, 1078, 1109 Cód. Civil). Y en consecuencia CONDENANDO a la demandada a abonarle al actor, en el término de diez días de  notificado,  la suma de PESOS VEINTINUEVE MIL SETECIENTOS SETENTA Y TRES CON 33/100 ($ 29.773,33).

El capital de condena devengará intereses a la tasa que pague  el  Bco.  de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días y en los distintos períodos de aplicación, hasta la fecha en que fue derogado el régimen  de convertibilidad (ley 25.561 B.O. 07/01/02), y a partir de allí y hasta el efectivo pago, la tasa activa que cobra dicha entidad bancaria (arts. 508, 509 y  622 del Código Civil).-

II.- RECHAZANDO la demanda  incoada  por  MARCELA  ALEJANDRA  MARTINEZ  contra  ARGENTINA FARMACEUTICA S.C.A. por  cobro  de  pesos en concepto de integración mes de despido y diferencias salariales.- 

Las costas del proceso serán a cargo  de  la  demandada respecto de los rubros declarados procedentes (art.  19 ley  11.653)  y del actor respecto de los desestimados, con el beneficio del art. 22, ley citada.

Difiérase la regulación de los honorarios que  observarán los preceptos de los arts. 16, 21, 23, 24, 43 y  51 del  dec.  ley 8904/77; los del perito contadorinterviniente se fijarán de acuerdo al mérito de su labor,  en todos los casos, con la limitación establecida  por  el art.  505  del  Cód.  Civil  (Cfr.  S.C.J.B,.A. causa L 77.914  "Zuccoli c/ Sum S.A. s/ Ds. y Ps. del 02/10/02) y  con  más  los  aportes pertinentes (dec. 8455 y ley. 10.765).-

Práctiquese liquidación por Secretaría.

Regístrese, notifíquese y archívese.  

Dra. Ana del C. Machado

Presidente

Dra. Carmen A. Fontana······Dr. Armando N. Gallo 

············Juez····················Juez

Ante mí:

Eduardo C. Mongiovi

Secretario

.

